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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Gustavo Amen Vaghetti. 


MIEMBROS: Señores Representantes Daniel Bianchi, Luis José Gallo Imperiale, Orlando Gil Solares, 
Ramón Legnani y Wilmer Trivel. 


DELEGADO 
DE Señor Representante Enrique Pérez Morad. 
SECTOR: 


INVITADOS: Por la Asociación de Empleados y Obreros Municipales de Maldonado, señoras Mónica 
González López y María Cecilia Castro y señor Néstor Rega. 


Por el Centro de Tratamiento Intensivo Neonatal y Pediátrico del Hospital Policial, doctoras 
Magali España y Mónica Carro y contador Richard Villar. 


Por la Alianza Nacional para el Control del Tabaquismo, doctora Adriana Blanco. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amen Vaghetti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir a las señoras Cecilia Castro y Mónica González López y al señor 
Néstor Rega Rodríguez, de la Asociación de Empleados y Obreros Municipales de Maldonado, quienes nos 
habían solicitado una entrevista. 


SEÑOR REGA RODRÍGUEZ.- Agradecemos a la Comisión por recibirnos. 


Queremos hacer un preámbulo sobre la situación que nos trae aquí y el desarrollo de los acontecimientos. Al 
sindicato le preocupa mucho el hecho de que se está afectando la salud de los funcionarios de la Intendencia 
de Maldonado, que en algunos momentos corren riesgo de vida. Pensamos que la situación se podría haber 
solucionado si la Administración del ingeniero Antía hubiera tomado las precauciones de seguridad laboral 
que están establecidas en las diferentes normativas. No ha sido así, más allá de que esta es una reivindicación 
del sindicato. A raíz de que fueron dándose varias circunstancias que hemos especificado en el documento 
que les hemos traído, hemos hecho hincapié en ellas pero hasta el día de hoy no hemos tenido respuestas 
serias de la Administración. 


La problemática se desencadenó debido a que tanto los funcionarios municipales como los de una empresa 
privada que trabajaron en la reserva de fauna empezaron a enfermarse. Asimismo, nos preocupan las 
carencias que hay en diferentes áreas de la Intendencia en lo que se refiere a seguridad laboral, 
acondicionamiento y equipamiento de los funcionarios. Como somos representantes de los trabajadores 
pretendemos que se tomen medidas para salvaguardar su situación sanitaria y que, dentro de los ámbitos 
políticos y sanitarios, se encuentren soluciones acordes como para que la problemática no aparezca en otras 
áreas. De lo contrario, estaríamos apagando pequeños incendios pero no terminaríamos de sofocar la gran 
hoguera. 


Como dije, hemos traído un documento para que todos los señores Diputados estén fehacientemente 
informados de la temática. No quiero extenderme más de lo necesario, pero quiero que el panorama quede 
claro, porque no me gustaría que quedaran cosas en el tintero. Para hacer una cronología, digamos que en 
noviembre del año 2003 empezaron a aparecer antecedentes de la fiebre Q en trabajadores de una empresa 
privada que había contratado la Intendencia de Maldonado para realizar la limpieza de la reserva de fauna. 
Esta enfermedad era desconocida en ese momento. Los empleados de la empresa privada trabajaban en las 
mismas áreas que los municipales, en forma compartida, haciendo limpieza de potreros en el reservorio y 
desmalezando la zona. Además de los síntomas mencionados comenzó una mortandad de animales, lo que 
estaba relacionado con el foco de enfermedad que todos desconocíamos, sobre todo nosotros, que no somos 
técnicos en la materia. 


Por este motivo, se realizaron reuniones específicas con la Dirección de Higiene Ambiental de la Intendencia, 
cuyo Director General es el doctor Jorge Curbelo. Nuestra inquietud era que los funcionarios tuvieran 
equipamiento adecuado, ya sea ropa, mascarillas, guantes, mamelucos o botas para trabajar en esas áreas. 
Tampoco tenían lugar para ducharse y quitarse la ropa contaminada, lo que es exigido por la normativa 
vigente. Eso produjo una preocupación muy grande en la directiva de ADEOM y se empezaron a hacer los 
contactos. La Administración respondió que tomaría precauciones. Esto ocurrió específicamente en el año 
2003. Con el correr del tiempo se dieron otros casos; nosotros insistimos en el planteamiento pero no 
recibimos respuesta. El 23 de diciembre de 2003 fallece el señor Mario Pablo Acuña Almeda, que era 
empleado de la empresa LIMPARK. El diagnóstico de los médicos fue de neumonía comunitaria; eso fue lo 
que agravó su estado de salud y desencadenó su fallecimiento. Se dijo que aparentemente la causa de la 
muerte no había sido esa neumonía comunitaria, ya que él tenía otras patologías y por eso se había 
complicado su caso. 


En el material de prensa que figura en la carpeta que hemos entregado se señala que la familia de ese 
trabajador -que no era municipal pero que realizaba tareas en áreas municipales- aclaró que nunca había 
tenido ninguna enfermedad. El caso quedó en eso. 


El 29 de diciembre de 2003 en "El Correo" de Punta del Este -que es un diario de tiraje en Maldonado- 
aparece un artículo en el que se señala que hay tres operarios contagiados y que no existen motivos para 
cerrar el parque, según el titular de Higiene Ambiental de la Comuna. Quiere decir que notaban focos de algo 
extraño pero no adoptaron ninguna medida preventiva, ni siquiera cerrar el parque. 


En enero de 2004 se enfermaron funcionarios de la Intendencia Municipal de Maldonado, que presentaban 
los mismos síntomas que los trabajadores de la empresa privada. Ya habían pasado ocho meses desde que se 
había constatado el primer síntoma de la enfermedad. Los compañeros que se enfermaron cumplían tareas en 
la reserva ecológica y en el Castillo de Piria. En esa zona aparecieron muertas muchas aves, etcétera; 
inclusive, los perros del cuidador se murieron de un día para el otro, y también él empezó a tener problemas 
respiratorios. 


En ese momento, tampoco se adoptaron medidas preventivas ni se tomaron muestras de los animales muertos 
para analizar, ni del propio funcionario. 


Cada vez que aparecían nuevos problemas nosotros hablábamos con los representantes de la Administración. 
Hablamos recurrentemente con el Director de Recursos Humanos, señor Mariano Ferraro, y con el 
prosecretario Álvaro Villegas, ya que el Intendente Antía nombró interlocutores y nunca nos atendió 
personalmente. Él prefirió no hablar con el sindicato por ningún tema. Las reuniones siempre han sido con 
sus interlocutores -aunque en este momento tenemos el diálogo cortado-, ya que en reiteradas ocasiones 
solicitamos su presencia pero nunca quiso conversar frontalmente con nosotros. 


Toda la cúpula municipal estaba enterada de lo que sucedía; no se trata de que ADEOM no haya informado o 
de que no haya dado participación a las autoridades. 


Los hechos seguían sucediendo; tanto es así que otros compañeros empezaron a sufrir problemas 
respiratorios. Entonces, como la Intendencia no actuaba, el 28 de enero de 2004 ADEOM-Maldonado 
resolvió tomar muestras de excretas de animales de la reserva para analizar. Aclaro que lo hicimos mal, ya 
que no sabíamos cómo proceder. Tomamos muestras de excretas de palomas y de ñandú, y pretendíamos 
hacer los análisis en Montevideo. Pero en esa fecha la mayoría de la gente estaba con licencia. Recurrimos a 
la Facultad de Veterinaria y no pudieron ayudarnos porque las policlínicas que se ocupan de eso no 
funcionaban durante ese mes. Aclaro que la DILAVE no quiso hacer el análisis, lo cual nos hizo sospechar. 
Enseguida que llegamos a Montevideo nos comunicamos telefónicamente y sin saber de quiénes se trataba 
nos preguntaron si éramos de Maldonado. 


Se dieron muchas circunstancias y no pudimos hacer los análisis en Uruguay porque, aparentemente, en el 
área privada tampoco había laboratorios microbiológicos que los hicieran. 


Volvimos a Maldonado con las muestras y decidimos buscar recursos fuera del país. La compañera Mónica 
González hizo contacto con un laboratorio de La Plata, que nos explicó a través de Internet cómo debíamos 
tomar las muestras para ese tipo de análisis. Nos mandaron los kits para que tomáramos las muestras, hicimos 
todo el procedimiento de acuerdo a como nos indicó el laboratorio y enviamos esas muestras a Buenos Aires. 
En el ínterin nos asesoramos con diferentes profesionales, quienes nos dijeron que los síntomas eran muy 
similares a los que presentaba la psitacosis, que es una enfermedad diferente a la fiebre Q pero muy 
preocupante también, en ocasiones con consecuencias fatales. 


El desconocimiento nos hizo solicitar en Buenos Aires análisis de psitacosis y en quince días tuvimos la 
respuesta de que no había tal enfermedad. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Otra de las razones por las que apuntamos a buscar psitacosis fue porque 
una profesional del medio, la doctora Mariela Álvarez, había descartado de plano la fiebre Q. Si 
hubiéramos estado en la duda entre psitacosis y fiebre Q habríamos pedido -ya que estábamos en esa 
situación- los análisis de las dos enfermedades. Esa fue la razón principal por la cual pedimos 
psitacosis y no fiebre Q. 


El hecho de haber tomado las muestras provocó malestar en la Administración, la que tuvo una conversación 
con la gente que trabajaba en el área diciéndole que no debía habernos dado las muestras. Estimamos que 
ellos hicieron lo que entendían que era necesario por su salud y por la de su familia. 


Agrego a lo que venía diciendo el señor Rega que hace más de diez años que tenemos contacto con el Banco 
de Seguros del Estado y tenemos formación en cuanto a seguridad laboral. Teníamos noticia acerca de todo 
tipo de enfermedades y entendíamos que estas se daban más específicamente en frigoríficos y no en áreas 
como las que nosotros trabajamos. Es por eso que no habíamos profundizado en estas enfermedades. 


Es de destacar la carencia de material como botas, uniformes, etcétera; hacía más de cuatro años que no se 
nos repartían uniformes y esto también es parte de lo que venimos diciendo. 


SEÑOR REGA RODRÍGUEZ.- Siguiendo con el relato de los hechos, debo decir que la mañana que 
tomamos las muestras, la Intendencia cerró la reserva por la tarde. Fue cuando concurrió el Director 
Curbelo, quien hizo una reunión con los funcionarios y los presionó, diciéndoles -mi compañera lo dijo 
en forma liviana, pero yo lo voy a decir tal cual fue- que si había algún contratado que nos hubiera 
dado las muestras se considerara despedido. Esas fueron sus palabras y están los funcionarios que lo 
pueden corroborar. Así es el panorama de cómo se ha venido dando el problema en la reserva. 


El 5 de febrero de 2004, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca levanta muestras de sangre de 
animales y da un informe ocular sobre la situación de la fiebre Q. El 6 se reabre la reserva de la fauna y se 
dice que no existe fiebre Q en la reserva, según el inciso c) del informe del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca firmado por el Director, el señor Víctor Lyford Pike, y se adjunta fotocopia del informe 
mencionado en la carpeta que tienen los señores Diputados. 


El 13 de febrero, la Intendencia Municipal de Maldonado provee a los funcionarios de un equipamiento 
primario de seguridad. Estamos hablando de que en 2003 comenzamos a reclamar más fehacientemente ese 
equipamiento en seguridad laboral, y recién el 13 de febrero de 2004 empiezan a llegar mamelucos, 
tapabocas y guantes de goma. 


SEÑORA CASTRO.- Vale la pena agregar que el 27 de enero la Administración, conjuntamente con el 
Ministerio de Salud Pública, saca muestras de sangre a todos los compañeros de la reserva. Inclusive se 
descartó la fiebre Q porque ya la doctora Mariela Álvarez había hecho esos análisis y a los dos días 
quedaba descartada de pleno esa enfermedad. 


SEÑOR REGA RODRÍGUEZ.- Decíamos que el día 13 la Intendencia empieza a acercar los primeros 
elementos de seguridad laboral a los funcionarios. En estos casos, como recomendaciones de seguridad 
para los trabajadores, se aconseja cumplir con normas mínimas: tener vestuarios, ducheros, piezas de 
desinfección y lavadero. Es requisito fundamental que la ropa que utilizan los trabajadores en sus 
tareas sea lavada en los lugares de trabajo para que no se lleve el posible contagio a la familia de cada 
uno de ellos, lo cual no se cumple. Es más: según el Ministerio de Salud Pública, hay casos 
comprobados de contagio por exposición de ropa contaminada, ya que los funcionarios se iban para la 
casa con esa ropa. 


A esa fecha también se debe tener en cuenta que por no existir en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca los kits de diagnóstico necesarios para animales ni en el Ministerio de Salud Pública para seres 
humanos, no se sabe a ciencia cierta la existencia o no de fiebre Q o de cualquiera de las otras zoonosis 
sospechadas en este caso. 


A pesar de los innumerables pedidos de ADEOM -estoy haciendo un "racconto" de los pedidos que veníamos 
haciendo nosotros; esto lo informaba Salud Pública-, sus Directivos y Comisiones de Seguridad Laboral, 
nunca se ha cumplido en lo más mínimo con estas normas de seguridad, no solo en este sector de reserva de 
fauna sino en las demás áreas de trabajo que tiene la administración municipal, como ser ex CYLSA -la 
Dirección de Obras de la Intendencia-, el zoológico del Parque Medina de San Carlos -donde también se 
trabaja con animales y carece totalmente de equipamiento de seguridad-, la perrera municipal -lugar donde se 
encierran los perros callejeros que se capturan; allí los funcionarios también trabajan en condiciones 
deplorables- y el Arboreto Lussich. Allí pude presenciar un día que estuvimos de recorrida que un guía que 
iba acompañado por tres o cuatro señoras que estaban de visita se iba pegando en los brazos con un diario por 
una nube de mosquitos que lo rodeaba. Esa es un área muy arbolada y es un lugar propicio para todo ese tipo 
de insectos; sin embargo, a los funcionarios no se les da ropa y mucho menos repelente, así como tampoco a 
los visitantes. También está el caso de las necrópolis del departamento. Hay lugares que verdaderamente 
hieren la sensibilidad de la gente. Les voy a poner solo un ejemplo y están las fotos y los documentos 
gráficos. El crematorio de la necrópolis de Pan de Azúcar es un hoyo en el fondo del predio donde se pone el 
féretro, luego maderas y ramas y se quema ahí. Les digo esto para que tengan una idea de cómo funciona. 


El 2 de junio de 2004, la doctora María Emilia Álvarez, Directora de la Regional de Salud del Este del 
Ministerio de Salud Pública da a conocer reactivos de análisis hechos con sangre extraída en enero de 2004 - 
o sea, seis meses después- a los funcionarios de la reserva de fauna, donde informa que hay municipales 
infectados con la fiebre Q. El 7, ADEOM concurre con dos compañeros afectados a consulta con el doctor 
Enrique Pérez Morad, quien los deriva al Banco de Seguros del Estado, porque se considera que es una 
enfermedad contraída en el ámbito laboral, por lo que corresponde por ley que sean atendidos en ese lugar. 


Quiero agregar que la Intendencia Municipal de Maldonado, desde el año 1998 no paga los seguros a los 
funcionarios en el Banco de Seguros del Estado. Si bien están negociando la deuda, no están asegurados. La 
Ley N? 16.074 obliga al Banco de Seguros del Estado a prestar la asistencia y la posible indemnización en 
caso de que el paciente quede con una secuela parcial o permanente. El Banco de Seguros del Estado presta 
la asistencia, pero la Intendencia debe pagar multas y recargos por no estar al día con la cobertura de los 
funcionarios. 


El 15, ADEOM recibe en su sede a los compañeros mencionados, quienes manifiestan no haber sido 
conducidos al Banco de Seguros del Estado. Es decir, el doctor les da el pase el día 7, pero el 15 de junio la 
Intendencia todavía no había llevado a los compañeros al Banco de Seguros del Estado. 


ADEOM habló con la señora María Eloísa Rivero, en ese momento Directora Interina de la Dirección de 
Higiene Ambiental -el doctor Jorge Curbelo estaba de licencia por ser precandidato, ya que el Intendente 
había resuelto dar licencia a todos los Directores que se presentaran a las elecciones-, y le preguntó por qué 
los funcionarios no habían sido llevados a atenderse al Banco de Seguros del Estado, y nos contesta que tenía 
que esperar la respuesta del Banco para llevar a los compañeros. 


El 18 de junio, ADEOM consulta a la Dirección de Personal de la Intendencia y se entera de que, a la fecha, 
esta no había presentado la denuncia ante el Banco de Seguros del Estado. En esa misma fecha, el gremio 
presenta una denuncia escrita ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a efectos de que realice una 
inspección urgente, que tome cartas en el asunto y apruebe o no las condiciones en que trabajan los 
compañeros de la Reserva. Ese mismo día concurren representantes del Ministerio de Salud Pública a la 
Reserva de Fauna para extraer sangre nuevamente a siete funcionarios. Frente a esto, la doctora María Eloísa 
Rivero, Directora Interina de Higiene Ambiental, se compromete a comprar los kits de diagnóstico que 
hacían falta para hacer los análisis de sangre, porque el Ministerio no los tenía. 


El Ministerio de Salud Pública nos entrega un informe sobre avances en la investigación del brote y 
recomendaciones preliminares; en la carpeta que entregamos a la Comisión figuran fotocopias de este 
informe. 


El 21 de junio el gremio nuevamente concurre al consultorio del doctor Pérez Morad con los nuevos 
compañeros afectados, que presentaban una sintomatología de más de veinte días, quienes son derivados al 
Banco de Seguros del Estado. 


El 22 de junio, ADEOM concurre con los cuatro funcionarios infectados al Banco de Seguros del Estado; 
decidimos llevarlos en los vehículos del sindicato porque cada vez se demoraba más en atenderlos y no 
sabíamos los riesgos que se corrían. Uno de ellos queda internado en el Banco de Seguros y los otros tres 
bajo tratamiento de dicha entidad. Allí nos enteramos de que la Intendencia no había efectuado las denuncias, 
por lo que no sé de dónde sacó la Directora Interina que estaba esperando la respuesta del Banco de Seguros 
del Estado. 


El 23 de junio, ADEOM concurre a la Reserva de Fauna en compañía de los inspectores del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social; los informes pertinentes recién estarán prontos para el 20 de julio. 
Acompañamos en la recorrida a los inspectores y, más allá de advertirse las carencias de equipamiento, de 
salud o de seguridad laboral, se constató que las condiciones de las instalaciones eléctricas de la zona son 
realmente alarmantes. Esto figurará en el informe, que acercaremos a la Comisión cuando esté pronto, de la 
forma que nos indiquen. 


El 25 de junio, la Secretaría General de ADEOM mantiene una conversación telefónica con el doctor 
Fernando Tomasina, de la División de Salud de la Población del Ministerio de Salud Pública, y se siguieron 
haciendo tratativas. 


Por ejemplo, el 1* de julio los funcionarios del Ministerio de Salud Pública visitan nuevamente la Reserva 
para tomar muestras de sangre a los compañeros. 


Los compañeros de la Reserva nos comunican que hasta hoy, 6 de julio, la Intendencia Municipal de 
Maldonado aún no los ha llevado al Banco de Seguros del Estado. Además, el otro día, cuando tuvieron que 
ir a sacarse muestras de sangre al Hospital de Pan de Azúcar, les mandaron un camión abierto; decidieron no 
ir porque tienen problemas respiratorios y no podían trasladarse en un camión abierto. Por lo tanto, fueron y 
volvieron en sus vehículos. 


Por otra parte, queremos denunciar que ya somos víctimas de represión sindical por este tema. A los 
directivos del sindicato les han aparecido descuentos por ir a trabajar al sindicato, lo que no sucedía hasta 
antes de que se comenzara a vivir esta problemática. Sabemos que existe una ley nacional que nos ampara, 
más allá de los convenios con la OIT, refrendados por la legislación nacional, vinculados con la libertad 
sindical. Ya hemos denunciado la represión sindical también en la Junta Departamental de Maldonado. 


SEÑORA CASTRO.- Los compañeros afectados fueron atendidos el jueves por el doctor Pérez Morad, 
que fue el médico indicado por Salud Pública para que los revisara. Estos compañeros, nerviosos, hoy 
llaman a la Intendencia para saber cuándo vendrían al Banco de Seguros del Estado y les contestan 
que están en tratativas para que se atiendan en Maldonado y que si eso no sale, quizás mañana o 
pasado los traigan al Banco de Seguros. Esto nos preocupa porque estamos hablando de la salud, ya 
sea de los compañeros, de los visitantes de la Reserva e, inclusive, de la nuestra, ya que estuvimos ahí 
dentro. 


Más allá de la actividad sindical, nos preocupa la salud y esa preocupación es la que queremos trasmitir a la 
Comisión. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- En virtud de que en el transcurso de la cronología se mencionó mi 
participación, queremos dejar constancia de que se nos solicitó atender a estos pacientes con sospecha 
de fiebre Q por nuestra condición de especialistas en enfermedades infectocontagiosas, lo que llevamos 
a cabo en tres instancias. El 7 de junio de 2004 atendimos a dos funcionarios municipales: uno llamado 
Antonio Benjamín Ferreira, de 40 años, que trabaja en la Reserva de Fauna del Cerro Pan de Azúcar, 
domiciliado en Pueblo Obrero, en Larrañaga y Pereira, y otro llamado Nelson Ariel Coto, de 48 años, 
que también trabaja en la Reserva de Fauna, domiciliado en Rojas y Larrañaga, Pueblo Obrero. En 
esa oportunidad fueron acompañados por la doctora María Eloísa Rivero, Directora Interina del 
Departamento de Higiene Ambiental en lugar del doctor Jorge Curbelo, quien estaba de licencia. 


Los pacientes fueron examinados y les expresamos claramente nuestra confirmación de un diagnóstico 
serológico de la enfermedad, para lo que se utilizó un test específico a fin de detectar anticuerpos de coxiella 
burnetti, agente causante de la fiebre Q, y, por lo tanto, por tratarse de una enfermedad claramente laboral, se 
deriva en forma inmediata al Banco de Seguros del Estado, para lo que confeccionamos los respectivos 
certificados médicos que son típicos de la institución para los casos de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales. Inmediatamente, también hicimos un informe para Vigilancia Epidemiológica del Ministerio 
de Salud Pública, porque estas son enfermedades que exigen denuncia obligatoria. En esa oportunidad nos 
atendió la enfermera universitaria Teresita Mendiberry. Expresamos los casos verbalmente y extendimos un 
certificado por cada uno de estos dos funcionarios para su derivación, en forma inmediata, al Banco de 
Seguros del Estado -eso fue el 7 de junio- por las características de los casos, que tenían un diagnóstico 
serológico confirmatorio. 


El siguiente contacto con funcionarios municipales con sospecha o confirmación de fiebre Q lo tuvimos el 21 
de junio de 2004, oportunidad en la que concurrieron los funcionarios: William Nicolás Vicente Fulino, de 25 
años, que cumple funciones en la Reserva de Fauna del Cerro Pan de Azúcar, domiciliado en Fraternidad 821 
de la ciudad de Pan de Azúcar, y la señora Mirta Elbia González Pimienta, de 59 años, quien también trabaja 
en la Reserva de Fauna y se domicilia en Grito de Asencio 1135, en la ciudad de Pan de Azúcar. En el primer 
caso se sospechaba la presencia de fiebre Q y el segundo tenía una confirmación por serología de fiebre Q. 
En esa oportunidad los funcionarios concurrieron acompañados por integrantes de la Directiva de ADEOM. 
Llenamos los respectivos formularios e hicimos la derivación urgente al Banco de Seguros del Estado, por las 
consideraciones antes mencionadas. 


La tercera oportunidad en que establecimos contacto con casos de este tipo fue el 1* de julio de 2004, en la 
policlínica de la Asistencial Médica Cooperativa de Maldonado de la ciudad de Piriápolis. Allí atendimos a 
dos funcionarios: Nelson Villalba, de 57 años, también funcionario municipal de la Reserva de Fauna del 
Cerro Pan de Azúcar, domiciliado en Uruguay sin número, en la ciudad de Piriápolis, quien traía copia de un 
documento del laboratorio del Ministerio de Salud Pública en el que constaba que la muestra de sangre 
extraída meses antes había dado positiva para fiebre Q. El segundo funcionario atendido en esa fecha fue el 
señor Julio Esteban Cuadrado Gancio, de 24 años, también funcionario municipal que se desempeña en la 
Reserva de Fauna del Cerro Pan de Azúcar, domiciliado en la calle Misiones 958 de Pan de Azúcar. En una 
copia del documento original del laboratorio del Ministerio de Salud Pública figuraba su nombre y constaba 
que la muestra de sangre había dado positiva para fiebre Q. En los casos de estos funcionarios, como también 
se trataba de enfermedades profesionales, informamos inmediatamente al Banco de Seguros del Estado y les 
dimos la certificación correspondiente, relativa a que no podían retornar a sus lugares de trabajo hasta tanto el 
Banco de Seguros se expidiera técnicamente sobre este tema. 


Quiero agregar que, habida cuenta de todas estas situaciones y de la cronología mencionada, el 9 de junio del 
corriente año realizamos, a través de la Cámara de Diputados, un pedido de informes dirigido a los 
Ministerios de Trabajo y Seguridad Social, de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Salud Pública, y al Banco 
de Seguros del Estado, con las siguientes interrogantes. Preguntamos cuál era el motivo por el que el 
Ministerio de Salud Pública no contaba con los reactivos para diagnosticar fiebre Q en humanos a la fecha de 
los casos sospechados y desde cuándo no contaba con dichos reactivos. También preguntamos si una vez 
obtenidos los reactivos fueron estudiados todos los casos sospechados a fin de diagnosticar la enfermedad y, 
de no ser así, cuál era la causa. En tercer lugar, interrogamos acerca de cuáles fueron las actuaciones llevadas 
adelante por el Ministerio de Salud Pública con respecto a estos casos y cuáles fueron sus conclusiones. 
Asimismo, preguntamos cuáles fueron las actuaciones realizadas por el Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca en la búsqueda del posible foco de contagio de estos pacientes y cuáles fueron sus conclusiones. En 
quinto lugar, preguntamos si el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca contaba con reactivos para 
diagnosticar fiebre Q, aplicables en las diferentes especies de animales de la Reserva de Fauna del Cerro Pan 
de Azúcar y, de ser así, qué estudios llevó adelante. En sexto lugar, nos interesaba saber si, a la fecha de 
aparición de los casos sospechados de fiebre Q, los trabajadores de la empresa LIMPARK S.A. -empresa 
contratada por la Intendencia para la limpieza y desmalezamiento- estaban inscriptos en los registros del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y en el Banco de Seguros del Estado. Por último, preguntamos si a 
la fecha de aparición de los casos sospechados de fiebre Q, los funcionarios de la Intendencia Municipal de 
Maldonado afectados estaban inscriptos en el Banco de Seguros del Estado y si la Intendencia estaba al día 
en los aportes de todos sus funcionarios al Banco de Seguros. 


Queremos dejar constancia de que, naturalmente, estamos a la espera de la información acerca de los 
resultados de los estudios realizados por el servicio de Epidemiología del Ministerio de Salud Pública y 
también por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca porque, por un lado, nos preocupa la salud 
humana por los casos que aquí se expusieron y, en segundo lugar, porque hasta el día de la fecha no tenemos 
información precisa en cuanto a que realmente el foco de los casos de fiebre Q estuviera en la reserva, en otro 
lugar de la zona oeste del departamento de Maldonado, o bien en alguna materia prima que pudiera estar 
llegando para alimentación de los animales desde otros departamentos del país, por ejemplo, y que pudiera 
secundariamente afectar a los funcionarios municipales, en este caso o a los de la empresa concesionaria 
LIMPARK S.A. 


SEÑOR LEGNANI.- Desearía hacer algunas preguntas, porque mirando rápidamente la cronología, 
de acuerdo con lo que aquí se ha relatado, uno tiene la impresión de cierto grado de inoperancia, 
aunque no quiero utilizar adjetivos. No sé en qué grado esto no amerita un seguimiento legal -tal vez el 
sindicato ya lo hizo- sobre temas de daños y perjuicios, a punto de partida de no tomar el caso con la 
premura necesaria. Aquí se decía que no se había hecho porque se trata de municipales, pero son 
pacientes, son enfermos, en ese caso no hay otra consideración, y los plazos que se ven aquí hablan de 
una omisión de asistencia. Esa es la impresión que uno tiene. Por tanto, aquí está el tema 
administrativo, el de la vía política, y también el de las reponsabilidades legales que podría haber. 


SEÑOR GIL SOLARES.- Indudablemente en nuestro país el tema zoonosis tiene una problemática 
muy seria. No sé si es que tenemos suerte o ignoramos causas de la enfermedad y de muertes por falta 
de diagnóstico. Las zoonosis reconocidas en el mundo son más de doscientas, de manera que en nuestro 
país muchas de ellas tienen que estar influyendo en la patología general. 


Quisiera hacer algunas preguntas como, por ejemplo, si tuvieron que realizar un gasto por el estudio de los 
análisis que mandaron a Buenos Aires y si hay familiares de funcionarios del Municipio que hayan contraído 
la enfermedad. Además, como ha habido un solo caso de muerte -si no entendí mal-, quisiera saber si en esa 
ocasión se hizo una autopsia de diagnóstico o forense. 


SEÑOR REGA RODRÍGUEZ.- En cuanto a la primera pregunta, sí, hubo costos; los subsidió el 
sindicato. No tengo las cifras precisas, pero quizás la compañera que trabaja en finanzas puede 
informarles al respecto. 


En cuanto a si hay familiares afectados, puedo decir que en este momentos hay dos hijos del señor Ferreira 
que presentan cuadros febriles desde hace mucho tiempo. La fiebre se les va sin que tomen nada y luego 
vuelve a aparecer. Esto se está dando desde hace muchos meses. Le pedimos al doctor Pérez Morad que los 
revisara para saber si tienen la enfermedad o si podemos descartar esa posibilidad. Estamos esperando el 
resultado de los análisis. 


Con respecto a si se practicó la autopsia no tengo conocimiento. Sí sé que, según el diagnóstico médico, la 
causa del fallecimiento fue la neumonía comunitaria, que es uno de los síntomas de la enfermedad. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- La cronología de este proceso comienza en noviembre, a partir del caso que 
mencionábamos recién, en el que no ha habido vuelta atrás ni se ha realizado la autopsia, como 
hubiera correspondido. 


La zona empezó a verse afectada hace aproximadamente un año. Nosotros tomamos conocimiento de la 
mortandad de animales en el mes de julio. Inclusive, han aparecido enfermedades respiratorias. El hijo de los 
cuidadores del Castillo de Piria tenía una enfermedad respiratoria, pero habían empezado a tratarlo por 
salmonellosis. Hoy en día no podemos decir si lo que pasaba en aquel momento también tenía que ver con la 
fiebre Q, porque en diciembre y enero se desmentía todo. El 27 de enero se tomaron los análisis de las 
personas y recién seis meses después se les informa que esas muestras eran positivas. 


Realmente, nos hace falta mucha colaboración de parte de esta Comisión para entrar a fondo en el tema. 
Estamos hablando de alrededor de un año. 


SEÑORA CASTRO.- Como dijo mi compañero, hay dos familiares afectados; le pedimos al doctor 
Pérez Morad que los atendiera y no se negó. El 25 de junio, en una conversación telefónica con el 
doctor Tomasina, se me avisa que cuando vinieron a tomar muestras de sangre a los diez compañeros 
que faltaban, se incluyó a los dos hijos del compañero Ferreira e, inclusive, a su señora, y que esos 
resultados estarán prontos al mismo tiempo que los del resto. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Si la Comisión estuviera de acuerdo, podríamos recabar información en 
los Ministerios involucrados en estos casos. Insistimos en que lo que más nos preocupa es que no haya 
ninguna información acerca de dónde está el foco, cómo se ha manejado y qué sucederá con todos 
aquellos funcionarios cuyos tests serológicos son positivos. Inclusive, si la Comisión lo entiende 
pertinente, necesitaríamos información adicional del Banco de Seguros del Estado. 


SEÑOR REGA.- Antes de retirarnos, quiero agregar que el asesor legal del sindicato tiene en sus 
manos todos los antecedentes para ver qué acción legal puede emprender. 


Les agradecemos mucho que nos hayan recibido; quedamos a vuestras órdenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra visita. 


La Comisión decidirá qué pasos dar cuando esté sesionando en pleno. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Empleados y Obreros Municipales de Maldonado) 


(Ingresa a Sala una representación del Centro de Cuidados Intensivos Neonatal y Pediátrico del Hospital 
Policial) 


——La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Representantes tiene el gusto de 
recibir a una delegación del Centro de Cuidados Intensivos Neonatal y Pediátrico del Hospital Policial, 
integrada por las doctoras Magali España y Mónica Carro, y el contador Richard Villar. Con fecha 17 
de junio solicitaron una entrevista con carácter grave y urgente para plantear irregularidades que se 
están dando en el servicio de cuidados intensivos e intermedios para pacientes neonatales y pediátricos 
provenientes del Ministerio de Salud Pública y del Banco de Previsión Social. 


SEÑORA ESPAÑA.- Les agradecemos que nos hayan recibido. Para nosotros esto es nuevo; es la 
primera vez que nos presentamos ante esta Comisión. 


Como decía el señor Presidente, estamos aquí para plantear una serie de irregularidades que se están viviendo 
desde hace unos cuantos meses en el Hospital Policial. 


En primer lugar, vamos a explicar quiénes somos y qué hacemos en el Hospital Policial. Nosotros somos 
médicos pediatras intensivistas de niños que trabajamos en el CTI de niños del Hospital Policial. ¿Por qué 
estamos en el Hospital? Esta historia comienza en marzo de 2000, cuando el Hospital Policial llama a 
licitación pública. Vamos a dejarles una carpeta con toda la información legal e informática, pero daremos 
algunos datos para comenzar con el tema. El Ministerio del Interior llamó a licitación para arrendar la planta 
física a efectos de instalar un CTI pediátrico. A esa licitación pública y abierta nos presentamos todos los que, 
de acuerdo con las bases, estábamos en condiciones de hacerlo; éramos unos cuantos oferentes. Reitero que 
esto ocurrió en marzo de 2000. En agosto del mismo año se adjudicó el servicio a nuestra sociedad anónima. 
Los médicos integramos Medemix S.A., que fue la sociedad anónima que se presentó a esa licitación. 


En agosto se nos comunicó que habíamos ganado la licitación y recién en diciembre de 2001 salió la 
resolución del Ministerio del Interior. Reitero: se nos comunicó unos cuantos meses antes, pero la resolución 
recién salió en diciembre de 2001. 


En marzo de 2002 empezaron a hacerse las reformas pertinentes de la planta física y en julio de ese año 
inauguramos el servicio de CTI pediátrico en el tercer piso del Hospital Policial. En ese momento, 
empezamos a tramitar la habilitación del Ministerio de Salud Pública para este CTI. Esto se hacía por cuenta 
del Hospital Policial. Fue entonces cuanto nos enteramos de que el Hospital Policial no tenía una habilitación 
escrita; había una habilitación de hecho, como en la mayoría de los hospitales, pero el Ministerio de Salud 
Pública pedía que se tramitara la habilitación del CTI y que todo estuviera en regla. El Hospital Policial - 
aprovecho a mencionar que desde el primer momento de todo este proceso de dificultades ha estado junto a 
nosotros- entiende que, obviamente, la habilitación es una cosa necesaria para funcionar, como en todos los 
centros especializados. Existe un decreto del año 2000 o 2002 del Ministerio de Salud Pública que exige la 
nueva reglamentación de la habilitación, que es la que nos pedían. Entonces, el Hospital hace sus arreglos en 
el "block" quirúrgico, que era lo que pedía el Ministerio de Salud Pública y empieza toda la travesía para 
poder conseguir esa habilitación. 


Nosotros tenemos un CTI que hoy tiene dieciséis camas. Es un CTI polivalente; tiene un sector neonatal bien 
diferenciado del pediátrico. Cuando digo neonatal, me refiero a los recién nacidos de entre 0 y 29 días. 
También es un CTI pediátrico, hasta los 14 años. Asimismo, contamos con todo lo que nos exigía la 
reglamentación del año 2002. Hasta ese momento, los CTI que estaban funcionando lo estaban haciendo de 
acuerdo con la reglamentación anterior. 


Nos costó muchísimo conseguir la habilitación. Después de muchas idas y vueltas, de que el Hospital pedía 
que nos vinieran a ver y de una inspección, logramos tener la habilitación bastante tiempo más tarde. 


Voy a hacer un paréntesis que es importante, a los efectos del planteo que hacíamos hoy. 


Nosotros abrimos en el mes de julio de 2002. En diciembre de ese año surge el conflicto en Salud Pública. 
Con la tramitación en curso, todavía sin ninguna visita del Ministerio de Salud Pública y en medio del 
conflicto y del paro médico, nosotros recibimos, sin ningún problema, a los chicos de Salud Pública de todas 
las edades. Entre diciembre y enero -meses que dura el conflicto- nuestro CTI estaba de bote a bote debido a 


la situación de conflicto. En febrero de 2003 no nos mandan más chicos. Empezamos a preguntar qué pasaba, 
porque si bien sabíamos que no teníamos la habilitación, si en situación de conflicto consideraban que 
estábamos aptos para recibir chicos y por suerte funcionó todo muy bien, no entendíamos qué pasaba en 
febrero, que no nos mandaban más chicos. Quiero recalcar que todas las cosas que se han hecho frente al 
Ministerio de Salud Pública han sido siempre a través del Hospital Policial. Nosotros simplemente somos un 
servicio tercerizado que tiene el Hospital Policial; se llamó a una licitación y la ganamos nosotros. Todo lo 
que pasa frente a Salud Pública es a través del Hospital Policial, frente al Ministerio del Interior y al 
Ministerio de Salud Pública. 


En abril de 2003, la Dirección del Hospital Policial utiliza un documento que nosotros teníamos presente y 
que existe, que está registrado aquí, que es un acuerdo marco, firmado en el año 1997, por el Ministerio de 
Salud Pública, por el Ministerio del Interior y por el Ministerio de Defensa Nacional, donde se establece que 
existe lo que se conoce como intercambio de servicios. Por supuesto, hay un costo por el servicio que se le 
pasa al otro Hospital, pero siempre es mínimo y si los precios son convenientes se deben derivar a los 
pacientes entre los Hospitales. Hablo del Hospital Policial, del Hospital Militar y del Hospital Pereira 
Rossell. Esto está establecido, firmado y vigente. Hasta lo que nosotros sabemos, no hay nada que haya 
revocado ese acuerdo. Entonces, la Dirección del Hospital, recordándole al señor Ministro en ese momento el 
acuerdo marco, solicita que sea tenido en cuenta y que los chicos vuelvan al Hospital, también reclamando 
que alguien nos viniera a dar la habilitación. En junio de 2003 se aprueba por parte del Ministro Conrado 
Bonilla esa solicitud de tener en cuenta el acuerdo marco. Hay toda una investigación de los asesores del 
doctor Bonilla, que ven nuestros precios enviados por el Hospital Policial y el acuerdo. En función de eso 
asesoran al Ministro en cuanto a que, obviamente, los chicos deben ir, porque por encima de la licitación - 
esto también está documentado- lo primero es ese acuerdo. Cuando las camas del CTI del Hospital Policial 
no alcancen, deberían seguir el orden establecido en una licitación, que es del año 2000, que se hizo para 
camas del CTI pediátrico por parte del Ministerio de Salud Pública. No hubo un llamado en el medio. Esto 
ocurrió en el año 2000, estamos en 2004 y esa licitación es la que está vigente hasta diciembre de este año. 
Ahí quedó claramente establecido y firmado por el Ministro que nosotros estábamos por encima de esa 
licitación, siempre y cuando los precios convinieran. Si el Hospital Policial no era competente, se tendrían en 
cuenta los CTI de la licitación. Ahí los chicos comienzan a venir nuevamente al Hospital Policial. Nos 
habilitan, como corresponde, los chicos empiezan a venir y esto transcurre por la normalidad "legal" -entre 
comillas-, entre pasaje de chicos de un servicio a otro. 


El 29 de abril de 2004 -ahí es donde hacemos un quiebre, porque ya llevamos casi dos años en esta lucha, 
primero por la habilitación y por lo que sucede ahora- por un comunicado interno del Ministerio de Salud 
Pública, se establece que los chicos no pasarían más al Hospital Policial y que iban a pasar a los CTI que 
figuraban en la licitación que estaba vigente hasta diciembre de 2004. De este hecho no nos enteramos 
oficialmente. 


Tengo que resaltar que el Hospital Pereira Rossell tiene un alto porcentaje de salida de chicos a CTI fuera del 
Hospital, en especial en esta época. Como todos sabemos, en el invierno, la alta demanda hace que las camas 
del Hospital Pereira Rossell no alcancen. Entonces, precisamente cuando empezaba la alta demanda - 
nosotros ya llevábamos como un mes de altas e ingresos- no nos mandaban chicos. Entonces, el colega que 
estaba de guardia llama a la coordinadora, que es la administrativa que maneja las salidas de los chicos, 
según las directivas que tengan en el Hospital y es la que nos informa que hay un comunicado al que 
accedimos. En dicho comunicado se establece que los chicos no pasaban más al Hospital. Lo primero que 
hicimos fue mantener lo que siempre tratamos de hacer: seguir la línea de mando. Nosotros estamos dentro 
del Hospital Policial, que tiene una Dirección Técnica y una Dirección General. Al otro día hablamos con las 
autoridades del Hospital Policial, que no estaban enterados absolutamente de nada de esto; lo hicieron por 
nosotros. Ahí empieza el proceso de pedir una audiencia con el Ministro del Interior, doctor Borrelli, quien 
nos recibe y a quien le explicamos lo mismo que estamos diciendo acá. El señor Ministro nos dice que 
quedaba todo muy claro y que personalmente hablaría con el señor Ministro de Salud Pública. De esa 
entrevista que tuvimos nosotros ya pasaron dos meses. 


También quiero rescatar que en los mandos medios del Hospital Policial, es decir, la Dirección Técnica, los 
médicos y la Dirección General siempre han estado atrás nuestro en esta lucha de saber qué es lo que estaba 
pasando y qué iba a ocurrir. A través de la Dirección, el Hospital Policial insiste en tener acceso al señor 
Ministro Bonilla. Eso se consiguió hace diez días. Ahí fue que nosotros nos decidimos a pedir una audiencia 
a la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Representantes y a la de Senadores, 


porque la respuesta nos dejó fuera de foco: que eso ya superaba una resolución ministerial, que estábamos 
hablando de una situación muy delicada, que era un tema más político y que ya lo superaba a él como 
Ministro. Entonces, los médicos -que también somos ciudadanos- decidimos plantear esto que para nosotros 
es una irregularidad en las Comisiones de Salud del Parlamento. Nos asombró que la autoridad máxima de la 
salud, que es el Ministro de Salud Pública, expresara que esta situación tan clara y tan legal para nosotros lo 
estaba superando. Por eso dimos marcha atrás y pedimos esta entrevista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Tienen una copia de la resolución interna que establece que no se pueden 
enviar más chicos al Hospital Militar? 


SEÑORA ESPAÑA.- Nosotros -cuando digo "nosotros" me refiero al Hospital Policial- insistimos 
muchísimo para que alguien nos informara por escrito por qué se estaba desconociendo un acuerdo 
marco y lo que el Ministro Bonilla había firmado un año atrás. Por más respetable que sea la persona 
que firma un comunicado interno -no hablamos de las personas sino de las decisiones y los 
antecedentes de los hechos- no podemos desconocer que, en este caso, está tildado de muy irregular. 
Una empleada administrativa nos lo leyó por teléfono y nos dijo quién lo firmaba. Al Hospital le 
pareció que eso no correspondía, por lo que se insistió en recibir por fax una nota del Subsecretario de 
Salud Pública o del propio Ministro, pero no hubo respuesta. Finalmente, hace diez días tuvo lugar la 
mencionada charla telefónica con el Ministro Bonilla. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Nuestras invitadas han expresado que un funcionario les comunicó 
telefónicamente quién había firmado la resolución. ¿Se puede conocer el nombre? 


SEÑORA ESPAÑA.- La resolución está firmada por el señor Paolillo, Director de ASSE. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, tiene la resolución. 


SEÑORA ESPAÑA.- No la tenemos y no figura en la carpeta que les vamos a entregar, pero esa 
documentación existe. La administrativa con la que nos comunicamos cumplía órdenes del señor 
Paolillo. Esto consta en el Ministerio de Salud Pública, y a su vez los asesores legales del Hospital 
Policial -nosotros no- pudieron verla. Lo que nunca lograron fue que el Ministerio enviara una nota 
comunicando lo que estaba pasando. 


SEÑORA CARRO.- Quiero recalcar no solo las irregularidades sino también algunos hechos muy 
puntuales. En el año 2002, una persona del ámbito privado invirtió capital en nuestro país, en un 
momento de crisis muy importante. Creo que en ese momento lo más lógico era retirar el capital en 
lugar de invertirlo. Sin embargo, esa persona se la jugó nada más y nada menos que por un ente 
estatal, por el Ministerio del Interior y por el Hospital Policial. Asimismo, el Hospital tuvo que invertir 
en el arreglo del "block" quirúrgico para poder obtener la habilitación. 


Nos llamó la atención que para presentarnos se nos exigiera a los médicos que trabajamos en el Hospital 
Policial estar habilitados por el Ministerio de Salud Pública, con especialidad en pediatría y en intensivismo 
pediátrico o, en su defecto, neonatología, y que con el resto de los CTI no hubiera esa exigencia. Además, 
para poder trabajar en centros especializados, el Ministerio de Salud Pública requiere que a partir del octavo 
paciente que ingresa haya un segundo médico con la misma capacidad que el primero. Las únicas 
instituciones que cumplen con esa normativa son el Hospital Policial y la Asociación Española. En el resto se 
generó una figura que se llama "becario", que no trabaja 24 horas sino un horario menor y muchas veces ni 
siquiera tiene el título de pediatra, sino que son residentes que no cuentan con el título habilitante de la 
primera especialidad. 


También nos llamó la atención el hecho de que a nivel internacional las pautas decretan que un CTI 
polivalente implica atención neonatal y pediátrico, que va de cero a 14 años y seis meses, mientras que el 
CTI neonatal abarca desde cero hasta los 28 o 29 días. Esos CTI que hoy están habilitados por el Ministerio 
de Salud Pública como neonatales están recibiendo de la propia Cartera lactantes de hasta tres meses de vida, 
con la excusa de que el peso es suficiente para manejarlos. Nosotros no tendríamos ningún problema en 
cambiar si las directivas internacionales se modificaran, pero en ese caso, cuando nace un bebé de cinco kilos 


no podría ir a un CTI neonatal sino a uno pediátrico. Este es un tema de discusión que no nos interesa, pero 
no entendemos que el propio Ministerio marque determinadas conductas para ciertos CTI y no para otros. 
Tampoco logramos entender lo siguiente. Si el Ministerio nos habilitó dieciséis camas, es obvio que 
tengamos dieciséis camas. Sin embargo, a determinados CTI les ha habilitado seis u ocho camas y hoy tienen 
doce pacientes del propio Ministerio. Eso no lo podemos comprender, pero es muy claro que no es lo mismo 
las camas de adultos que las incubadoras, porque éstas se pueden desplazar y en lugar de tener un metro de 
distancia entre una y otra tienen cuarenta centímetros. Lo lógico es exigir las mismas conductas para todos 
los CTI, pero las exigencias son mucho mayores para unos que para otros. 


Además del hecho de que nuestro CTI está avalado por el Ministerio de Salud Pública y tiene el menor 
porcentaje de internación día/cama -el promedio son nueve días-, tenemos un índice de mortalidad de solo el 
10%. Es sabido que el índice nacional de mortalidad es de 18% y que en el Centro Hospitalario ha ascendido 
al 28%. Obviamente, las patologías que se atienden allí son las más graves, pero cabe recalcar que nosotros 
tenemos un centro especializado cuyo índice de mortalidad está muy por debajo de la media, así como el 
promedio de internación. 


Otra de las cosas que nos dolía -esa es la palabra- era que el propio Ministerio, en un momento de crisis del 
país, en el que se está tratando de ahorrar por todos lados, pretenda pagar a CTI privados montos superiores 
al que nos pagaría a nosotros. Por ejemplo, el que está en primer lugar tiene una diferencia día/cama con 
nosotros de más de $ 1.000, y el que está último tiene una diferencia de más de $ 8.000. 


Actualmente, solo recibimos pacientes cuando el resto de los CTI están llenos. Quiere decir que el Ministerio 
pretende pagar muchísimo más a otros CTI que lo establecido en el acuerdo marco. En este sentido quiero 
recalcar lo expresado por la doctora España. Desde junio de 2003 hasta abril de 2004 trabajamos en forma 
ininterrumpida, y hasta ahora el Hospital Policial no ha visto un peso correspondiente a esos pacientes. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- ¿Nos podrían informar cuáles son esos CTI que están accediendo a 
prestar servicios a Salud Pública y en qué lugar referencial lo están haciendo? 


SEÑORA CARRO.- Eso está diferenciado entre CTI neonatal y CTI polivalente. Los CTI neonatales 
reciben bebés hasta tres meses. El que está en primer lugar es el Círculo Católico de Obreros, que al 
día de hoy tiene una diferencia día/cama de $ 1.258,88. 


SEÑORA ESPAÑA.- Cuando hablamos de día/cama no nos referimos solo a la cama; aclaro esto 
porque se trata de términos médicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todos los integrantes de esta Comisión somos médicos. 


SEÑORA CARRO.- Quiero recalcar que el día/cama comprende muchos aspectos: ventilación, 
antibióticos, parenterales, etcétera, salvo honrosas excepciones como podría ser un plan de diálisis, 
citostáticos, que son muy excepcionales y están especificados. 


Voy a seguir mencionando las instituciones: el segundo corresponde a Casa de Galicia, el tercero a IMPASA, 
el cuarto a la Asociación Española, el quinto a Médica Uruguaya y el sexto al Hospital Evangélico. En el CTI 
neonatal la diferencia con este último es de $ 8.058. Por eso decía que el rango iba de $ 1.200 a $ 8.000. 


En cuanto a CTI de lactantes y niños, debo señalar que solo existen tres: el primero corresponde a Médica 
Uruguaya, con una diferencia de casi $ 3.500, el segundo a la Asociación Española, y el tercero al Hospital 
Evangélico con una diferencia que oscila entre $ 3.500 y casi $ 7.000. 


Vamos a dejar toda la documentación pertinente. 


SEÑOR VILLAR.- A la información que hemos desarrollado quiero agregar cuál es la relación entre la 
empresa que toma la inversión en la licitación en el Hospital Policial y el propio Hospital Policial, 
porque si bien es una licitación por arrendamiento de un área de pediatría, la reforma edilicia la toma 
la empresa privada. En las bases del contrato de la licitación se establece que es pública, y que se 
genera una relación de venta de servicios entre la empresa privada y el Hospital Policial. Este solo 


utiliza el 33% de las camas, y el resto junto con la empresa privada las puede vender a otras 
instituciones médicas, como por ejemplo al Ministerio de Salud Pública; es decir que el Hospital 
Policial genera y comparte utilidades con la empresa privada. Por eso es que queremos dejar bien en 
claro que quien ofrece servicios al Ministerio de Salud Pública es el Hospital Policial dentro de la 
Dirección Nacional de Sanidad Policial; no es una empresa privada la que está vendiendo servicios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso quedó claro en la exposición que hizo la doctora España. 


SEÑORA ESPAÑA.- Quiero agregar algo que hace al conocimiento de este tema: esta especial relación 
ha servido y ha sido muy útil al Hospital Policial -hemos analizado esto mucho antes de que se nos 
comunicara que ganamos la licitación- porque la población del Hospital Policial es igual a la del 
Hospital Pereira Rossell en todos los aspectos, en patología, en situación socioeconómica; diríamos que 
hablamos de una población casi calcada. 


Se trataba de plantear un Hospital Policial que se fortalecía como hospital al tener un centro de terapia 
intensiva pediátrica y neonatal, y ahorraba el dinero que gastaba al enviar a los chicos a otros centros en los 
que se cobraba lo que se señaló. Entonces, con nosotros obviamente venía el ahorro y, a su vez, algo de 
ganancia al vender camas a Salud Pública. Por eso cuando hablamos con el Ministro Borrelli hicimos 
hincapié en esto, porque si la situación no se revierte, no solo habrá una pérdida laboral para mucha gente - 
los médicos, las enfermeras, los auxiliares, etcétera, todo es nuestro; el Hospital solo puso la planta física; no 
sería la primera vez que tenemos que levantar los respiradores y abandonar un lugar-, sino también para el 
Estado, ya que la gran pérdida la sufrirá el Hospital, porque perdería por dos lados. 


SEÑORA CARRO.- La pérdida es de las dos partes: del Ministerio de Salud Pública porque está 
pagando más y del Hospital Policial porque no gana. No logramos comprender por qué no se cierra el 
círculo. Reitero, teniendo en cuenta la situación en que hoy se encuentra nuestro país, es inadmisible 
que se pretenda pagar más afuera. 


Por eso en los documentos que vamos a dejar fuimos muy breves al señalar las irregularidades y expusimos 
que no entendíamos el cambio del destino de pacientes según una resolución interna, desconociendo una 
ministerial. Es decir que se envía pacientes fuera del Hospital a precios mucho mayores, incumpliendo un 
acuerdo marco interministerial firmado en 1997, 


También nos llamó la atención que el propio Ministerio, después de la crisis que hubo, después que pasó lo 
que pasó en el país, permita que las licitaciones sigan renovándose en forma automática, sin haber cambiado 
los precios,. 


El Ministerio tiene la opción de llamar a licitación después de un período de un año, pero esta situación se 
prolongó durante cuatro años en forma ininterrumpida; recién a fin de año tiene obligación de llamar a 
licitación. Uno de los problemas que tenemos y que es muy grave es que moralmente no podemos 
presentarnos a esa licitación; no podemos porque somos el Hospital Policial y tenemos una acuerdo marco y 
no podemos presentarnos como hospital a una licitación pública porque estaríamos cayendo en la misma 
situación en que está hoy el Ministerio de Salud Pública. Por lo tanto, aun pudiendo ser más baratos, nosotros 
bajo ningún concepto podemos presentarnos. Por lo tanto, sentimos que nos ataron por todos lados. Nosotros, 
no tenemos la capacidad de presentarnos a una licitación pública porque, como hospital, tenemos un acuerdo 
de hecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el seno de la Comisión se discutirá este asunto, dada la gravedad de lo que 
se ha planteado, y se analizará qué medidas puede adoptar. 


SEÑORA ESPAÑA.- También queremos plantear las irregularidades que estamos viviendo con 
respecto a la licitación del BPS, que figura en la documentación. 


Si bien el tema del BPS empezó en noviembre de 2002 con el llamado a licitación para pacientes neonatales 
y pediátricos, recién en febrero de 2003 el BPS fijó los precios para esa licitación. Cuando se llamó nos 
presentamos todos los CTI pediátricos, polivalentes y, en ese momento, los precios más bajos eran los del 


CASMU y los nuestros. En febrero de 2003 el BPS fija los precios -tal como estaba establecido en el pliego- 
y eran los nuestros. Inclusive los nuestros eran un poco superiores a los del CASMU, por lo tanto, a nosotros 
no nos cambió el panorama y seguimos esperando el proceso de licitación. 


En junio de 2003 se intima al Hospital Policial a presentar la habilitación -aquella que les contaba con 
respecto a Salud Pública-; recuerden que en aquella época estábamos luchando para que Salud Pública nos 
habilitara. Estaba todo el trámite hecho, pero por situaciones de paros y de conflicto no se terminaba de 
firmar el acta, la resolución ministerial; conocíamos hasta el número de acta, pero todavía no podíamos tener 
la documentación. Nuestros asesores legales comienzan a pedir prórrogas, estableciendo estos antecedentes: 
que teníamos la habilitación en curso, el número de acta ministerial y que solo nos faltaba el papel. En Salud 
Pública constaba todo este proceso, con el visto bueno, porque ya había ido la inspección. Eso fue en junio. 
En octubre de 2003 nuestro CTI presenta al BPS el papel, la constancia escrita definitiva de la habilitación. 


En todo ese proceso del año 2003 no tuvimos ningún contacto con las autoridades del BPS. Es decir, 
pedíamos las prórrogas, se suponía que entraban en la dirección administrativa que tenían que entrar, 
llamábamos, pero nunca teníamos respuesta verbal ni escrita, por lo que no sabíamos si esa prórroga que 
estábamos pidiendo alguien la estaba aceptando. Insistíamos -varias veces se mandaron notas-, hasta que en 
octubre presentamos el papel. 


En enero de 2004, se comunica que, por resolución del Directorio del BPS de fecha octubre de 2003, se 
desestimaba la propuesta del Hospital Policial por no haber presentado la habilitación en fecha. Entonces, lo 
que hicimos fue llamar a los abogados para que presentaran un recurso de revocación y jerárquico contra esta 
licitación. Otro golpe. Coincidentemente esa reunión de Directorio fue una semana antes -este dato consta en 
la documentación- de que presentáramos la habilitación. En ese recurso presentado por los abogados lo 
primero que planteamos es que a nosotros nadie, en ningún momento, nos había comunicado que los pedidos 
de prórroga, muy justificados, no habían sido aceptados 


El proceso sigue hasta el día de hoy. 


En marzo de 2004 el Departamento de Administración y Contratos del BPS nos solicita -esto es grave y por 
eso quiero recalcar esta parte- que presentemos nuevamente la constancia de habilitación. Los asesores 
preguntan por qué, siendo que el expediente estaba completo, y surge que -casualmente- en el expediente del 
BPS no figuraba la constancia de habilitación que habíamos presentado, que tenemos aquí, sellada por las 
autoridades del BPS que la recibieron. Esta es otra grave irregularidad en este proceso de licitación del BPS. 


Estamos hablando de una licitación de 2002 y quiero resaltar que hasta la fecha los chicos siguen yendo a los 
CTI pediátricos con precios establecidos con anterioridad -estamos hablando de una diferencia muy 
importante que también figura en la documentación-; llevamos dos años pagando mucho más por cama de 
CTI, cuando hace dos años que llamamos a licitación. Por supuesto que los abogados del BPS solicitan la 
constancia al Ministerio de Salud Pública y se la hacemos llegar nuevamente. 


A la fecha de hoy, julio de 2004, todavía no se ha emitido ninguna resolución sobre la adjudicación del 
servicio de CTI pediátrico de esta licitación, lo que para nosotros es gravísimo. 


No queremos sacarles más tiempo, pero queremos que por lo menos este concepto quede claro. No estamos 
ahorrando ni haciendo las cosas muy prolijamente, ni por Salud Pública -esto lo digo a título personal- ni a 
nivel del Banco de Previsión Social ya que, como consta en la documentación que les vamos a dejar, lo que 
se está pagando por día/cama en los CTI privados de licitaciones viejas está muy por encima del precio que 
había fijado el propio BPS en esta licitación. 


En resumen, la irregularidad es la demora excesiva en adjudicar dicha licitación, lo que provoca que se sigan 
pagando costos elevados por este servicio desde que se llamó a la apertura de la misma. 


Todo lo que refiere al proceso Salud Pública-BPS está en el material que dejamos a la Comisión, sellado y 
documentado. 


Les agradecemos enormemente estos minutos que nos han dedicado. Este grupo médico ha sido transparente. 
Todo lo que se ha dicho aquí -también me encargué de aclararlo en la Comisión de Salud Pública del Senado- 
no es una novela; está todo escrito y documentado y lo decimos con propiedad, de lo contrario no estaríamos 


aquí. Hemos venido porque creemos que estamos diciendo las cosas que nos corresponde denunciar, primero, 
como médicos y, segundo, como ciudadanos de un país en crisis y pensamos que todos debemos seguir el 
camino de rescatar lo que sea posible. Apelamos a las Comisiones de Salud Pública para que esto se pueda 
manejar, y ustedes serán los encargados de averiguar qué es lo que hay detrás de todo esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Salud Pública les agradece su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación del Centro de Cuidados Intensivos Neonatal y Pediátrico del Hospital 
Policial) 


——El señor Diputado Gallo Imperiale quiere plantear un asunto político. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Quiero plantear un llamado a Comisión al señor Ministro de Salud 
Pública, por dos temas. Uno está vinculado con el funcionamiento de las Comisiones de Apoyo, en 
virtud del resultado de un pedido de informes que hicimos el año pasado y que nos contestaron hace 
poco, y también en función de un informe que tenemos del Tribunal de Cuentas con relación al 
funcionamiento de esas Comisiones de Apoyo en 2003. Creo que esto amerita una explicación por parte 
del señor Ministro. 


En resumen, el de las Comisiones de Apoyo es un viejo tema que viene dándose con dificultades desde hace 
mucho tiempo y que ha tenido muchas vueltas. A nuestro criterio, en los últimos dos meses, por parte del 
Ministerio de Salud Pública y a través de un decreto reglamentario se trató de blanquear situaciones 
irregulares que existen, porque se ha desvirtuado totalmente el funcionamiento de los Comités de Apoyo con 
relación a lo que eran originalmente por ley. Es decir, fueron creados para hacer gestiones directas a los 
hospitales públicos y eran regidos y coordinados por el Director de la Unidad Ejecutora, pero desde que 
apareció la Comisión de Apoyo 068, que funciona en el Ministerio de Salud Pública, que se agrega a los 
Comités de Apoyo que hay en cada uno de los hospitales, esta maneja el 91% de los US$ 557:000.000 que se 
destinan anualmente. Desde nuestro punto de vista, se ha desvirtuado su objetivo porque se ha utilizado para 
el nombramiento de muchos funcionarios en el casco central, en la Dirección General de Secretaría y en la 
Dirección General de la Salud, que cobran también por la Comisión de Apoyo. [Creemos que esto no es legal 
y en ese sentido queremos conocer la opinión del señor Ministro. 


La Comisión de Apoyo está integrada por 6.000 funcionarios, de los cuales 3.000 cobran por la Comisión de 
Apoyo y por ser funcionarios de Salud Pública. Corresponde aclarar que la Comisión de Apoyo, conforme a 
un decreto dictado por el ex Ministro Bustos, es una entidad privada, por lo que se da la paradoja de que 
existen funcionarios que por la misma función cobran por Salud Pública y por la institución privada. El 
Tribunal de Cuentas -tengo el informe respectivo- hace serias observaciones al funcionamiento de la 
Comisión de Apoyo por duplicación de funciones, por superposición de horarios, sueldos complementarios y 
señala otra serie de irregularidades. 


Por lo tanto, entendemos que estos aspectos ameritan la convocatoria del señor Ministro para que nos 
informe sobre esta situación. 


Por otra parte, quisiéramos convocar al señor Ministro para que nos informara sobre los cargos de alta 
prioridad del Ministerio de Salud Pública. Según el artículo 29 del TOFUP -Texto Ordenado de Funcionarios 
Públicos-, los cargos de alta prioridad son cargos de dedicación total, que son por un año, renovables, y que 
estarán asbolutamente inhabilitados para ejercer cualquier otra actividad remunerada, excepto la docencia 
directa en la enseñanza superior. El artículo delimita bien cuáles son los cargos de alta prioridad en el Estado. 
En el Ministerio de Salud Pública hay nueve cargos de alta prioridad en el casco central, a los que se agregan 
los dieciocho Directores Departamentales de Salud. Tenemos evidencias de que existen funcionarios que no 
están en régimen de dedicación total e, inclusive, están vinculados a otras instituciones de asistencia privada. 
Creemos que esto constituye una irregularidad muy grave, por lo que planteamos convocar al señor Ministro 
para que nos explique esta otra situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con que el señor Ministro nos informe primero sobre los 
temas planteados por el señor Diputado Gallo Imperiale, y si alcanzara el tiempo me gustaría que 
también nos informara sobre el CTI pediátrico del Hospital Policial, tema que también nos preocupa. 


Se va votar la convocatoria al señor Ministro de Salud Pública. 
——Seis en seis: AFIRMATIVA. 


SEÑOR PÉREZ MORAD.- Nos gustaría invitar a la División Salud de la Población y al Departamento 
de Salud Ambiental y Ocupacional del Ministerio de Salud Pública, al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y al Banco de Seguros del Estado 
para que nos informen sobre lo actuado con respecto a los casos de fiebre Q. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando el señor Diputado propuso estas convocatorias en presencia de la 
delegación, no dijimos nada porque generalmente esperamos que se vayan los visitantes y luego 
resolvemos. No obstante, después de todo lo que escuchamos estoy seguro de que la Comisión 
autorizará al Presidente para que haga los trámites correspondientes a fin de convocar a quienes nos 
puedan explicar qué paso con esa epidemia y cuál es la situación actual. 


(Ingresa a Sala la doctora Adriana Blanco Marquizo) 


——La Comisión tiene el gusto de recibir a la doctora Adriana Blanco Marquizo en representación de la 
Alianza Nacional para el Control del Tabaquismo. 


SEÑORA MARQUIZO.- Vengo a solicitar el voto de la Comisión para aprobar el Convenio Marco de 
Control _de Tabaco, que se tratará en la próxima sesión. Asimismo, quiero realizar algunas 
puntualizaciones. 


En primer lugar, hubo un malentendido en cuanto a fechas, ya que en primera instancia se manejó que habría 
una fecha límite para ratificar el Convenio, lo que no es así. La Alianza no se hace responsable de este 
malentendido porque ninguno de nuestros representantes oficiales lo manifestó así. 


En segundo término, creemos que agregar un segundo artículo al proyecto original sería una dilación 
innecesaria, puesto que en el artículo 5” del propio convenio marco "Obligaciones generales" y en el acápite 
de cada uno de los artículos se establece claramente que los parlamentos deberán legislar para aplicar esta 
norma. 


A propósito de los cuatro puntos que puedan generar debate, quiero entregar un material donde se demuestra 
que la cantidad de héctareas sembradas de tabaco en el país es mínima y que los puestos directos vinculados 
al tabaco son poco más de quinientos. En cuanto a la publicidad -otro aspecto que se discute-, no existe nada 
que prohiba la publicidad de un producto legal; no por ser legal se hace necesario publicitarlo, como es el 
caso de los medicamentos o de las armas de fuego. 


Asimismo, se habla de que el país recauda por concepto de IMESI, argumento que ha sido muy trillado; es 
cierto, pero gasta entre el 50% y el 100% más del IMESTI en los gastos de salud. 


Agradezco a la Comisión la atención prestada y dejo un material que creo que les va a servir más adelante. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia y los aportes realizados por la doctora Marquizo. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


